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AL-DEST-IIN-017-2022 
 

INFORME INTEGRADO  
(JURIDICO-ECONOMICO)1 

 
“LEY DE AUTORIZACIÓN AL PODER EJECUTIVO PARA REALIZAR 
PAGOS DIRECTOS A LAS PERSONAS PRODUCTORAS DE ARROZ 

PEQUEÑAS Y MEDIANAS” 
 

EXPEDIENTE N°. 23.238 

 
I. RESUMEN DEL PROYECTO:  

 
El proyecto de Ley tiene como propósito autorizar al Poder Ejecutivo para que 
otorgue subsidios mediante un único pago directo a personas productoras de 
arroz que hayan sembrado cien hectáreas o menos destinadas a este cultivo; al 
Ministerio de Hacienda por medio del Presupuesto de la República le 
corresponderá asignar al Ministerio de Agricultura y Ganadería, el monto de los 
recursos requeridos para la ejecución de lo dispuesto en la ley. 
 
El proyecto de ley, en su articulado establece las condiciones para que el Poder 
Ejecutivo otorgue el subsidio, por una única vez. Los beneficiarios serán 
únicamente los productores que, durante los últimos 3 períodos arroceros, de 
manera consecutiva, hayan sembrado áreas inferiores al límite establecido, y 
que así conste en los registros de CONARROZ y del Ministerio de Hacienda.      
 
El monto total del subsidio correspondiente será proporcional al promedio simple 
del área sembrada en los últimos tres períodos arroceros, y se obtendrá de 
multiplicar el valor asignado del subsidio para cada rango por la cantidad de 
hectáreas sembradas en ese rango de la manera que se indica a continuación: 
 

a) Por cada una de las primeras 10 hectáreas un monto de ₡300.000,00 
b) Para áreas sembradas sobre 10 Has y hasta 20 Has, un monto de ₡250.000,00 por Ha 
c) Para áreas sembradas sobre 20 Has y hasta 30 Has, un monto de ₡200.000,00 por Ha 
d) Para áreas sembradas sobre 30 Has y hasta 40 Has, un monto de ₡150.000,00 por Ha 
e) Para áreas sembradas sobre 40 Has y hasta 50 Has, un monto de ₡100.000,00 por Ha 
f) Para áreas sembradas sobre 50 Has y hasta 100 Has, un monto de ₡50.000,00 por Ha 

 
En el articulado no se condiciona el subsidio a ninguna acción por parte de los 
productores, más que las señaladas arriba para ser merecedor. 
 
La iniciativa se plantea debido a que el artículo 13° inciso d) del Título IV de la 
Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas (Ley N° 9635), impide al Poder 
Ejecutivo en el actual contexto de aplicación de la regla fiscal, efectuar rescates 
financieros, otorgar subsidios de ningún tipo, así como realizar cualquier otro 
                                                             
1 Elaborado por Welmer Ramos González y Bernal Arias Ramírez, Asesores Parlamentarios; 
supervisado y revisado por Bernal Arias Ramírez, Jefe de Área Jurídico Social y Mauricio 
Porras León, Jefe de Área Económica.  Revisión y autorización final a cargo de Selena Repetto 
Aymerich, Directora a.i., Departamento de Servicios Técnicos.  
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movimiento que implique una erogación de recursos públicos, a los sectores 
productivos, salvo en aquellos casos en que la Asamblea Legislativa, mediante 
ley, declare la procedencia del rescate financiero, ayuda o subsidio a favor de 
estos.  
 
Como consecuencia de lo anterior, se establece que el gasto, producto del 
subsidio, quedaría excluido del cálculo de cumplimiento de lo previsto en el Título 
IV de la Ley 9635 (Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas), por lo cual, 
para efectos del Presupuesto del Gobierno Central se podrá autorizar la 
erogación para estos fines y garantizar así el cumplimiento de lo dispuesto en la 
ley.  
 
De acuerdo con lo indicado en la exposición de motivos, la Administración 
Chaves Robles considera necesario recurrir a un programa de apoyo económico 
a la persona productora de arroz pequeña y mediana, esto en el marco del 
programa denominado Ruta del Arroz que plantea entre otras cosas la reducción 
de los aranceles a la importación de este producto con el propósito de mejorar 
las condiciones de competencia en el mercado y reducir el precio al consumidor. 
 

II. ANTECEDENTES 

 
En la revisión de proyectos realizada en el Sistema de Información Legislativa 
se ubicaron varias iniciativas que parecían aproximarse al objeto de estudio 
contemplado en este proyecto bajo análisis, como es el caso de los Expedientes 
15.213, 15.696, 16.248 y 21.965, pero a la hora de revisarlos con detalle se 
evidenciaba carencia de similitud. 
 
Se consignan los Expedientes 20.646 y 22.998 por abordar el tema de subsidios 
al sector arrocero, en el primero de los casos, especialmente, con base en un 
motivo de peso como haber sido afectados por una emergencia climática. Sobre 
el segundo caso, como no cuenta con informe del Departamento, se anexa a 
esta tabla de antecedentes el texto base del mismo. 
 

III. VINCULACIÓN CON OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE 
(ODS) 

 

El proyecto de ley presenta una vinculación poco precisa o tangencial con las 
metas en materia de desarrollo sostenible de la Agenda 2030, presente en los 
ODS 1, 2 y 8. 
 
Lo anterior, por cuanto sus pretensiones encuentran vinculación con las metas 
asociadas a garantizar que las personas en condición de vulnerabilidad, tengan 
los mismos derechos y acceso a recursos económicos; garantizar un acceso 
seguro a recursos de producción como servicios financieros en el que podría 
inscribirse la figura del subsidio; así como en la de apoyar las actividades 
productivas y el crecimiento de las microempresas y las pequeñas y medianas 
empresas, en este caso de índole agrícola arroceras.  
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No obstante, así como la viabilidad del proyecto debe ser determinada mediante 
un análisis jurídico y económico, el articulado del proyecto carece de precisión 
en cuanto a algunos aspectos que son mencionados sin mayor sustento en la 
exposición de motivos como son la cantidad exacta de beneficiarios 
(aproximadamente 490); el costo total del proyecto (aproximadamente 2800 
millones de colones) y la fuente de financiamiento (derechos arancelarios a la 
importación de arroz en granza y de arroz pilado sin tratamiento preferencial). 
 
Asimismo, al tratarse de un único pago directo, no se constituye en un programa 
de estímulos en el cual puedan medirse resultados en el tiempo, sino que se 
trata de una ayuda que se realiza sin mayor justificación, dado que tampoco se 
exponen los motivos por los cuales todos los pequeños y medianos productores 
de arroz requieran este subsidio único, ya que entre los requisitos para obtenerlo 
tampoco se detalla certificar alguna condición de vulnerabilidad particular 
asociada a pobreza, afectación climática, entre otras. De tal forma se 
beneficiarían tanto los que lo requieran por algún tipo de vulnerabilidad, como 
los que no sufran ninguna.  
 
Lo anterior, no quiere decir que se omita la importancia que esta iniciativa pueda 
tener para el sector en cuestión, sino que simplemente en materia de vinculación 
con las metas país en materia de desarrollo sostenible, no se cuenta con 
elementos que puedan clasificar el proyecto como multidimensional e integral 
con la Agenda 2030.  
 
Podríamos resumir la vinculación en el siguiente cuadro: 
 

Fin de la pobreza X Encuentra vinculación con la meta 
asociada a garantizar que las personas 
en condición de vulnerabilidad, tengan 
los mismos derechos y acceso a 
recursos económicos;  
 

Hambre Cero X Se vincula a garantizar un acceso 
seguro a recursos de producción como 
servicios financieros en el que podría 
inscribirse la figura del subsidio. 

Trabajo decente y 
crecimiento 
económico 

X Pretende el apoyo a las actividades 
productivas y el crecimiento de las 
microempresas y las pequeñas y 
medianas empresas, en este caso de 
índole agrícola arroceras. 
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IV. ASPECTO GENERALES DE INDOLE ECONOMICO 
 

4.1. “La Ruta del Arroz” 
 
Este proyecto de ley, se enmarca dentro de la denominada “Ruta del Arroz”, 
que es un programa que la Administración Chaves Robles ha lanzado con 
objetivo de disminuir el precio del arroz para los consumidores finales. Según se 
ha anunciado, articula varias instituciones, como:  el Ministerio de Agricultura y 
Ganadería (MAG), Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC), 
Ministerio de Comercio Exterior (Comex), Consejo Nacional de Producción 
(CNP) y el Instituto de Desarrollo Rural (INDER) y es coordinado por la oficina 
del Primer Vicepresidente de la República. 
 
Entre los componentes del programa Ruta del Arroz, se deben mencionar los 
siguientes: 
 

a) Eliminación del esquema de fijación de precios de arroz, en todas sus 
etapas: productor, industrial y consumidor. 

b) Reducción del arancel que pagan los importadores de arroz, el cual bajará 
de un 35% a 4.5% en Granza y 5% en Pilado. 

c) Se abre la posibilidad de fortificar el arroz importado en Costa Rica, 
actualmente el importador debe demostrar en aduanas que el grano está 
fortificado. 

d) Un Proyecto de Ley para otorgar un subsidio a personas productoras que 
clasifiquen como pymes, esto es, que siembren menos de 100 hectáreas 
al año.  

e) Un plan de acompañamiento para reconvertir a los productores de las 
pymes arroceras. 

 
Como se observa, la propuesta busca eliminar restricciones en el mercado del 
arroz con el propósito de aumentar la competencia y reducir el precio final del 
producto. Todas estas acciones están siendo objeto de consulta pública y de los 
trámites correspondientes para su puesta en ejecución. 
 

4.2. Caracterización del mercado y la producción de arroz 
 
Si bien, los grandes productores mundiales de arroz son los países de sudeste 
asiático (China, India, Vietnam, Pakistán), las variedades que producen no son 
las que consumen los costarricenses. Además, la producción de esos países es 
mayormente para el consumo interno y, lo que destinan al mercado mundial son 
los excedentes productivos, una vez abastecidos sus propios mercados.  
 
Los países que tradicionalmente han abastecido el faltante nacional, son países 
de América, especialmente: Estados Unidos, Argentina, Brasil, Uruguay y 
Paraguay, esto por el tipo de variedades que esos países cosechan.  
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En el mundo, menos del 10% del arroz que se produce se destina al mercado 
internacional;  los mercados tienden a ser altamente protegidos con aranceles y 
sujetos a subsidios a nivel de energía, agroquímicos, combustibles y crédito2. 
 
La producción nacional de arroz, alcanza a suplir aproximadamente el 40% del 
consumo nacional, por lo que el 60% es importado, esto ha sido así, en el último 
lustro. El cultivo del arroz y la industria costarricense tienen encadenamientos 
productivos muy importantes, ya que emplean trabajadores, compran insumos y 
servicios agrícolas, demanda créditos, genera alquileres de tierras, dinamizan el 
comercio de zonas productoras (pulperías, sodas, almacenes), etc., por lo que 
genera alrededor de 33.200 empleos entre directos e indirectos, según datos de 
Conarroz y de la matriz de insumo-producto del BCCR.3  
 
Existen indicadores que revelan que el mercado no es suficientemente 
competido y, que hay participantes que sobresalen por el tamaño en las 
diferentes etapas de la cadena de producción y distribución. Para el periodo 
2020/2021, en cuanto a las compras de arroz en granza para industrialización el 
77% del total lo realizan cuatro empresas, esas mismas vendieron el 75% del 
arroz pilado en ese año arrocero, los seis industrializadores restantes apenas 
abarcan el 25% del mercado, lo anterior puede observarse en la Tabla N°1. 
 

                                                             
 
2 Hay que recordar que el sector agrícola está fuera de las reglas estrictas de la OMC que 
restringen los mecanismos de apoyo que se dan a los bienes del sector industrial. 
 
3 Hay que señalar que la producción de arroz orgánico está en ascenso, y que este método de 
producción intensifica fuertemente la generación de empleos de manera directa y a través de la 
demanda por los insumos necesarios. 
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Tabla N°1 

 
 
La comercialización también presenta compradores muy grandes que podrían 
tener poder de mercado para establecer relaciones desequilibradas entre 
proveedores y consumidores. En ese sentido, un estudio de la Organización de 
las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), respecto a 
Costa Rica del año 2021, indica que “con la apertura comercial que ha 
acompañado a la globalización, así como la evolución paralela de los mercados 
agroalimentarios, las grandes cadenas de supermercados han acumulado un 
gran poder dentro de la cadena de abastecimiento de alimentos, afectando tanto 
a proveedores como a consumidores”. 4 
 
En cuanto a productores, el 11% de estos siembran el 67% del área plantada en 
el país. 
 
Dadas las características descritas del mercado arrocero, se considera que de 
no existir mecanismos que den seguimientos a las condiciones señaladas, un 
mercado desregulado puede derivar en la oligopolización con la consecuente 
afectación a los distintos participantes y, en suma, a los intereses de la sociedad 
en general.  
 
En Costa Rica, el café, arroz, y la caña de azúcar, han tenido normativa jurídica, 
a nivel de leyes específicas y reglamentos para ordenar esos mercados, con el 
afán de lograr relaciones de convivencia entre las partes: productores, 
industriales, comercializadores, recolectores y consumidores, y hacerlos 
coexistir con relaciones equilibradas sobre todo considerando que se pueden 
presentar concentraciones de poder en algunos de los participantes. 
 

                                                             
4 https://www.fao.org/publications/card/es/c/CB5568ES/. 

 

Números de 

Industrias1/

% Participación % Acumulado % Participación % Acumulado

1 34,3 34,3 29,4 29,4

2 17,4 51,7 16,9 46,3

3 13,5 65,2 16,1 62,4

4 11,9 77,1 12,8 75,2

5 11,4 88,4 11 86,2

6 3,9 92,3 4,5 90,7

7 3,0 95,3 3,2 93,9

8 2,9 98,2 3,1 97,0

9 1,3 99,5 2,5 99,5

10 0,5 100,0 0,5 100,0

Compras de arroz en granza Ventas de arroz pilado 

Industria Arrocera Nacional: compras y ventas periodo 2020/2021

1/ Industrias: conocidas como "arroceras" se encargan del secado, l impieza, 

descascarado, embolsado, y distribución mayorita, generalmente tienen sus propias 

marcas comerciales.

Fuente: CONARROZ

https://www.fao.org/publications/card/es/c/CB5568ES/
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En junio del 2002, el Poder Legislativo emitió la Ley 8285, Ley de Creación de la 
Corporación Arrocera, del 30 de mayo de 2002 y sus reformas, que señala en el 
“Artículo 1º- Esta Ley transforma la Oficina del Arroz en la Corporación Arrocera 
Nacional, cuyo objetivo principal es establecer un régimen de relaciones entre 
productores y agroindustriales de arroz, que garantice la participación racional y 
equitativa de ambos sectores en esta actividad económica y, además, fomente 
los niveles de competitividad y el desarrollo de la actividad arrocera. Dicha 
Corporación tendrá bajo su responsabilidad la protección y promoción de la 
actividad arrocera nacional, en forma integral: producción agrícola, proceso 
agroindustrial, comercio local, exportaciones e importaciones.” 
 
El legislador entendió que el mercado del arroz tiene características especiales 
que es necesario normarlas en la ley, a fin de evitar abusos y efectos 
contraproducentes entre las partes. Además, la Ley 8285, señala en el "Artículo 
57.-Cuando sea necesario y con el objetivo de promover la compra de la 
producción nacional del grano, el Poder Ejecutivo podrá implementar 
mecanismos de apoyo a los productores, en materia de precios, para la venta 
del grano a los industriales nacionales". 
 
Por tal motivo, lo que suceda con el precio de liberarse el mercado va a depender 
de las condiciones de competencia que se generen a posteriori. Si el número de 
oferentes se reduce sensiblemente, y la importación se concentra en menos 
industrias, puede que el precio del arroz no disminuya y, más bien, aumente. Hay 
que tener en cuenta que, para importar arroz de manera rentable, debe hacerse 
mediante el uso de barcos graneleros, y disponer de condiciones internas para 
el almacenamiento, el empaque y la distribución, lo que a su vez se convierte en 
una barrera para la entrada de oferentes, por la necesidad de llevar a cabo 
inversiones muy cuantiosas.  
 
Por otra parte, hay indicadores de que la demanda final del grano por parte de 
los consumidores enfrenta una importante inelasticidad. La cantidad de arroz que 
se consume en Costa Rica tiene poca relación con el precio en el mercado, 
dentro ciertos límites; porque este grano tiene gran arraigo en la dieta diaria y se 
consume por costumbre, por tradición; a eso se le conoce como una demanda 
inelástica. Cada mes, en Costa Rica, se venden cantidades muy similares de 
arroz pilado, aunque el precio baje o suba un poco. A manera de ejemplo, se ha 
visto que ante el faltante de la calidad 80/20 en grano, la más barata, el 
consumidor compra una variedad distinta de mayor precio, pero demanda el 
mismo volumen. Este comportamiento es perfectamente conocido por la 
industria y por el comercio y tomado en cuenta a la hora de orientar sus políticas 
de competencia. 
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Gráfico N° 1 

Precio por kilogramo del Arroz Pilado según distintos porcentajes de 
grano entero 

 
Fuente: CONARROZ, julio del 2022. 

 
Cuando la demanda de un bien es inelástica, y hay pocos oferentes en el 
mercado, tienden a generarse acuerdos tácitos entre los vendedores, para 
mantener un precio alto, distribuirse el mercado y maximizar ganancias. 
 
Por lo anterior, es necesario que el MEIC y Comisión para Promover la 
Competencia (COPROCOM), estudien de previo la situación de concentración 
de Poder de Mercado5 que existe en el sector arrocero y que podría 
incrementarse con la desregulación en lo que respecta a la industrialización, 
comercialización y venta del arroz. El estudio de la FAO, antes citado, muestra 
que hay participantes del mercado de productos agrícolas que tienen la 
capacidad para exigir condiciones que se vuelven ruinosas para los proveedores 
y consumidores.  
 

4.3. Regulación de relaciones entre productores e industriales 

 
Los productores de arroz cosechan el grano con un alto grado de humedad, que 
debe ser eliminado en término de horas, una vez recolectado para que éste no 
se dañe, por lo cual se requiere que previamente, haya certeza de capacidad 
industrial para tal efecto; eso implica acuerdos previos, incluso antes de la 
siembra misma, para garantizar que las condiciones del mercado permitan el 
almacenamiento y venta posterior. De no existir los mecanismos para establecer 

                                                             
 
5 “El poder de mercado de los proveedores reside en su capacidad de aumentar el precio, 
disminuir la calidad o reducir la innovación redituablemente con relación a los niveles que 
prevalecerían en un mercado competitivo.” OCDE. “HERRAMIENTAS PARA LA EVALUACIÓN 
DE LA COMPETENCIA, VERSIÓN 2.0”   https://www.oecd.org/daf/competition/98765432.pdf  
 De otra manera, se dice que una empresa cuenta con poder de mercado cuando puede 
aumentar y mantener el precio de sus productos o servicios por encima del nivel que existiría en 
un mercado perfectamente competitivo. 

https://www.oecd.org/daf/competition/98765432.pdf
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estas relaciones de manera transparente y justa, el productor, especialmente el 
pequeño, queda en una condición muy vulnerable en el mercado. En el pasado 
y no muy lejano, la ausencia de normativa y de ordenamiento del mercado, 
ocasionó que muchas veces productores nacionales perdieran sus cosechas ya 
recolectadas, al negarse la industria a recibirla, siquiera para el secado. Esto 
hace que el productor no tenga capacidad de negociación, pues debe entregar 
al precio que le ofrezcan o pierde su cosecha. Por esto se requiere que de previo 
la producción tenga garantía de ser recibida a un precio justo6.   
 
Por otra parte, los análisis químicos y físicos, necesarios para conocer las 
condiciones de calidad del grano cosechado a la hora de la venta por el agricultor 
al industrial, deben ser fiscalizados en pos de garantizar el equilibrio de las 
relaciones entre partes; pues de estos análisis depende una remuneración justa. 
El productor vende arroz en granza húmedo y sucio, que está sujeto a análisis 
de laboratorio para determinar los porcentajes de humedad, suciedad y calidad 
del grano7, esas mediciones físicas no pueden quedar en manos de la parte 
compradora únicamente. Los porcentajes de humedad pueden llegar hasta el 
25% del peso total y el de impurezas hasta el 20%. Además; la calidad del grano 
depende de cuánto se quiebre, a la hora del descascarado, y el castigo puede 
ser hasta del 7% del valor. Por esas razones, es fundamental que haya un ente 
independiente que vigile y ordene el mercado y esa es una de las funciones que 
realiza CONARROZ, por encargo de la ley. 
 
Una desregulación del mercado, por tanto, parece necesario acompañarse de 
acciones concretas para crear competencia efectiva y, generar condiciones que 
creen un clima propicio para el desarrollo a las actividades productivas y 
comerciales. Algunas de ellas pueden ser las siguientes: 
 

1- Seguros agropecuarios accesibles para todas las personas productoras. El 
calentamiento global y los consecuentes problemas climáticos se han 
acrecentado sustancialmente, por lo que la siniestralidad ha crecido 
significativamente: menos horas de sol por nubosidad, inundaciones y sequías. 
 

2- Desarrollo de mercados a futuros de bienes agropecuarios. Generaría 

opciones más seguras de colocación del grano y de precios. Así el agricultor 
puede cultivar con la garantía de que se le pagará el precio acordado a la hora 
de la cosecha, y el comerciante o el industrial se asegura que el precio de la 
materia prima no será superior al esperado. El objetivo del sistema, es proteger 
al productor frente a la caída brusca de precios y al comprador de las subidas 
repentinas. 
 

3- Transformación del mercado de insumos agrícolas para reducir precios. 
Subsisten distorsiones importantes en este mercado que requieren de la acción 
de política pública para bajar precios y aumentar oferta en general y la 
introducción oportuna de nuevas moléculas. 

                                                             
 
6 Hay que recordar que el mercado internacional es de excedentes y muy volátil, por lo cual los 
precios son muy impredecibles entre el periodo de la siembra y la cosecha. 
 



 

13 
 

 
4- Sistemas de información de precios de agroquímicos para fomentar la 

competencia. La información comparada de precios del mercado, nacional e 

internacional, es fundamental para que la competencia se desarrolle. Y no solo 
en lo que respecta a los bienes agrícolas, sino también en el mercado de los 
insumos y del crédito.  
 

5- Fortalecimiento de paquetes tecnológicos de producción libres de 
pesticidas y orgánicos. La difusión de nuevas tecnologías requiere de la acción 

agresiva del Estado para que se conozcan y apliquen con eficiencia en el corto 
plazo. 
 

6- Fomento de la industria de derivados del arroz como fuente a harinas libres 

de gluten. 
 

7- Reglas de trazabilidad del producto con el propósito de que el consumidor 

pueda identificar condiciones de producción del grano y de origen. 

 
4.4. Aranceles sobre el Arroz  

 
Los mercados agrícolas en el mundo, generalmente están protegidos por 
acciones públicas de la incertidumbre de corto plazo, dado que, en situaciones 
de crisis, se considera que la alimentación de la población debe garantizarse. 
Además, los bienes agrícolas están sometidos a condiciones que, muchas 
veces, no son de competencia, sino que obedecen a mercados de excedentes, 
o a mecanismos de fomento que implican dumping, competencia desleal, a 
renovaciones de existencias que se venden a precios que no reflejan el costo; 
que hacen que los precios sean oscilantes e inciertos.  Ejemplo de condiciones 
del mercado que distorsionan la competencia son: remuneraciones a 
trabajadores sumamente bajas, subsidios a los agroquímicos, costos por 
seguridad social asumidos por el Estado, crédito a tasas subsidiadas, leyes 
ambientales laxas, etc. 
 
Muchos países optan por establecer mecanismos de estabilización de precios y 
generar certeza en el sector productivo, con el fin de mantener la capacidad 
productiva a largo plazo, pues si esta se pierde no se recupera con celeridad 
cuando se requiera; y también por la defensa del empleo agrícola. 
 
En suma, la presencia de subsidios explícitos e implícitos en otros países que 
tornan sus productos más competitivos artificialmente, ha llevado a la presencia 
de aranceles altos en los países receptores de estos bienes con el fin de proteger 
la producción local.  
 
Costa Rica, actualmente tiene un impuesto para la importación de arroz 
(conocido como DAI) del 35%, es el resultado de las negociaciones en el 
Acuerdo de Agricultura de la Ronda Uruguay, con el fin de eliminar las barreras 
no arancelarias y los obstáculos técnicos al comercio, que fue establecido en el 
55% primeramente, pero luego por un proceso de reducción unilateral, el techo 
arancelario se redujo, en 1999, al 35%.  
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Actualmente, el arancel para el arroz, tanto en granza como pilado es elevado 
en los países con los cuales Costa Rica comercia. Costa Rica, Argentina y 
Paraguay son los países de América con los aranceles más bajos con 35%, 
aunque México impone un 9% de arancel para el arroz en granza, pero en el 
caso de arroz pilado impone un 45%. No obstante, países productores como 
Colombia o Indonesia tienen aranceles de 189% y 160%, respectivamente, y en 
todos los países centroamericanos el arancel supera el 40%. Nuestros vecinos: 
Panamá y Nicaragua con 90% y 60% respectivamente, como se puede ver en el 
Gráfico N°2. 
 

Gráfico Nº. 2 
Arroz: Aranceles a la importación consolidados en OMC 

Porcentajes 

 
Fuente: Organización Mundial del Comercio 

 
La excepción de Costa Rica se da con los Estados Unidos y los países 
Centroamericanos; con estos últimos, por los tratados de integración existe libre 
comercio entre las partes, y con los Estados Unidos estamos en un proceso de 
desgravación acordado en el CAFTA, que en el 2022 ubica el arancel en 12,7% 
y está en pleno proceso de reducción; para que en el 2025 llegue a cero8, como 
puede verse en la Tabla Nº 2: 
 

                                                             
 
8 En cualquier caso, todas las importaciones deben pagar el 1% de impuesto ad valoren.  
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Tabla N°2 

 
 
En el caso de que Costa Rica adopte niveles arancelarios bajos, respecto a los 
demás países vecinos, se podrían generar incentivos para realizar mayores 
importaciones hacia nuestro país con el fin de triangular la comercialización y 
obtener beneficios, y además, se provoca desplazamiento del comercio que 
afecta a las partes; por estas y otras razones es que el “Convenio sobre el 
Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano” en su Artículo 26, señala 
que, cuando un país decida modificar por una situación excepcional su arancel, 
tiene que hacerlo de manera transitoria y únicamente por 30 días, cualquier 
ampliación adicional tiene que ser objeto de negociación en el Consejo de 
Ministros de Integración Económica (COMIECO).  Máxime cuando hay libre 
comercio y tránsito de arroz originario entre los países de Centroamérica. 
Además, cualquier desgravación permanente de un arancel es reserva de ley.   
 

V. ANÁLISIS ECONOMICO DEL PROYECTO 

 
5.1. Descripción de la Propuesta 

 
Señala la exposición de motivos del proyecto de ley que “el país debe velar por 
su seguridad alimentaria y ésta se logra cuando todas las personas en todo 
momento tienen acceso físico y económico a suficiente alimento, seguro y 
nutritivo, para satisfacer sus necesidades alimenticias y sus preferencias, con el 
objeto de llevar una vida activa y sana. (Cumbre Mundial de Alimentación de 
1996)”. Asímismo, se indica que una política pública integral debe contemplar 
acciones que fomenten la productividad y precios competitivos, con respecto al 
bien importado, con precios asequibles a los consumidores, especialmente para 
aquellos de menores ingresos y para quienes el arroz es base de su 
alimentación. 
 
Además, indica que “Es por esta razón que, el programa diseñado por la 
Administración Chaves Robles denominado “La Ruta del Arroz”, prioriza 
acciones con efectos favorables hacia los consumidores, estimulando la 
competencia; a las industrias y comercializadores, eliminando obstáculos y 
reduciendo costos en las transacciones; así como para el micro, pequeño y 
mediano productor (PYMPAS), mediante una política agrícola que brinde 
oportunidades a la innovación y mejora continua en los procesos productivos.  
Por consiguiente, es necesario brindar un apoyo económico contemplado para 
productores con menos de 100 hectáreas y que cuenten con al menos 3 períodos 
arroceros consecutivos en la actividad (incluyendo el período 2021-2022).” 
 

2022 2023 2024 2025

Granza 12.6% 8.4% 4.2% 0.0%

Pilado 12.6% 8.4% 4.2% 0.0%

Costa Rica: Arancel del Arroz acordado en CAFTA

Fuente: CAFTA
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Luego el articulado plantea un subsidio, para las PYMPAS, esto es para las 
personas que siembran áreas iguales o inferiores a 100 hectáreas, y que hayan 
cumplido con ese requisito durante los últimos tres períodos arroceros. 
 
El subsidio se aplicaría tomando como base el promedio simple del área 
sembrada en los tres últimos periodos de la siguiente manera:  
 

Cantidad de hectáreas (Ha) Monto por Ha 

Hasta 10 Ha ₡300 000,00 

Mas de 10 y hasta 20 Ha ₡250 000,00 

Mas de 20 y hasta 30 Ha ₡200 000,00 

Más de 30 y hasta 40 Ha ₡150 000,00 

Más de 40 y hasta 50 Ha ₡100 000,00 

Más de 50 y hasta 100 Ha ₡50.000,00 

 

A manera de ejemplo:  para un productor que haya sembrado un promedio de 
31 hectáreas en los últimos 3 años, se aplicaría el subsidio de la siguiente 
manera:  
 

Primeras 10 hectáreas (¢300.000 X 10):  ¢3.000.000 
De 10 a 20 hectáreas (¢250.000 X 10):  ¢2.500.000 
De 20 a 30 hectáreas (¢200.000 X 10):  ¢2.000.000 
De 30 a 40 hectáreas (¢150.000 X 1):                ¢150.000  
El subsidio total que recibiría es de   ¢7.650.000 

 
Debido a que la Ley 9635, Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, en 
su Artículo 13, inciso d) del Título IV, señala que: “d) El Poder Ejecutivo no podrá 
efectuar rescates financieros, otorgar subsidios de ningún tipo, así como 
realizar cualquier otro movimiento que implique una erogación de recursos 
públicos, a los sectores productivos, salvo en aquellos casos en que la Asamblea 
Legislativa, mediante ley, declare la procedencia del rescate financiero, ayuda o 
subsidio a favor de estos.” (el resaltado no es del documento original), se hace 
necesario solicitar autorización a la Asamblea Legislativa para la implementación 
de este programa de apoyo económico, en un contexto de aplicación de la regla 
fiscal. 
 
Es necesario señalar que, por las condiciones particulares de la actividad 
arrocera, queda confuso lo que significa que un productor siembre 100 hectáreas 
o menos en cada una de las siembras registradas en los últimos 3 períodos 
arroceros (2019-2020, 2020-2021, 2021-2022) según lo dispone el artículo 2 del 
proyecto, ya que siendo su área de explotación menor a las 100 hectáreas puede 
realizar 2 cosechas al año, y entonces, queda la interrogante de si éste clasifica 
o no dentro de la definición, pues podría alegarse que ha realizado siembras en 
un área que es inferior a las 100 hectáreas y estaría cumpliendo el requisito. La 
otra interpretación sería que, no es sujeto al subsidio porque ha hecho, en el año, 
dos siembras que de ser sumadas superan las 100 hectáreas. 
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Igual interpretación debe hacerse con lo que se conoce como la soca, que 
consiste en una segunda cosecha que se realiza de un área que fue plantada y 
cosechada, pero que los rebrotes se fertilizan y atienden agronómicamente, con 
lo que se logra una segunda cosecha, que, si bien no tiene el rendimiento de la 
primera, en algunas condiciones es rentable; en este caso tampoco queda claro 
si se toma como una nueva siembra, o no se considera como tal.  
 
Tales observaciones deberían aclararse mediante enmienda legislativa, para 
evitar posteriormente posibles disputas interpretativas.  
 

5.2. Cálculo del Subsidio a otorgarse  
 
La cosecha del periodo 2021/2022, según cifras de CONARROZ, alcanza una 
siembra de 35.212 hectáreas, de las cuales 11.487 hectáreas son las que 
podrían calificar para ser objeto del subsidio, esto es un 32,6% del total 
sembrado, que se distribuiría en 474 productores con plantaciones menores a 
100 hectáreas, llamada PYMPAS. Hay que recalcar que estas son cifras 
preliminares y corresponden a un periodo de cosecha, y no a los tres periodos 
arroceros que señala el proyecto de ley, pero que permiten para los fines de 
análisis, aproximar las estadísticas.  
 
En la Tabla N°3, se presentan los cálculos respectivos para estimar el subsidio 
propuesto, el total rondaría los ¢2.443,3 millones. Para efectos de definición, las 
explotaciones arroceras con áreas anuales de cosecha inferiores a 25 hectáreas 
se consideran pequeñas empresas y se reconocen como medianas las que van 
de ese tamaño hasta las 100 hectáreas. Partiendo de lo anterior, se tiene que el 
grupo de pequeños productores recibirían en conjunto un estimado de ¢1.144 
millones un 46.8%, en tanto el grupo de medianos productores recibirían 
¢1.299,3 millones el 53.2%.   
 
Así, el subsidio para los productores pequeños es de ¢3.250,00 en promedio, 
que se le otorgaría a cada uno de los 352 productores en la condición pequeños 
productores, que en promedio cultivan áreas de 11 hectáreas cada uno.  
Mientras que para medianos productores (áreas entre 25 y 100 hectáreas) el 
subsidio promedio sería de ¢10.650.000, por una única vez y se otorgaría a 122 
productores que en promedio cultivan 63 hectáreas cada uno.  Lo anterior 
supone que los productores están inscritos ante el Ministerio de Hacienda como 
productor de arroz y están al día con sus obligaciones tributarias y que han 
registrado la siembra ante CONARROZ. 
 
Hay que señalar que los restantes 59 productores inscritos en CONARROZ, para 
el periodo 2021/2022, clasifican como grandes y no son sujetos al subsidio 
propuesto en el proyecto de ley, cada uno de ellos planta en promedio un área 
de 402 hectáreas.  
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Tabla Nº3 

 
 

5.3. Sobre la Reconversión de los Productores  
 
Hay que recordar que la reasignación de los factores de producción hacia 
actividades que generen mayor beneficio, es un supuesto del que parte la teoría 
clásica que no opera plenamente en la realidad. En el caso del cultivo del arroz, 
los suelos para cosecharlo tienen características muy particulares que no 
permiten que se puedan dedicar, fácilmente a cualquier otra actividad 
productiva9, la maquinaria y el equipo es específico, y las inversiones se 
amortizan a mediano plazo.  Por lo que, la desaparición abrupta de la actividad 
generará desempleo de trabajadores y de los recursos productivos relacionados. 
Por lo que el cambio de la actividad arrocera debería estar acompañada de 
acciones concretas de readaptación promovidas por la institucionalidad pública, 
máxime que el desempleo se generaría en regiones de menor desarrollo relativo 
y de personal con bajos niveles de escolaridad, ya afectadas por significativas 
tasas de paro. 
 
También, hay que señalar, que la apertura comercial genera ganadores y 
perdedores, más aún, el balance neto puede ser favorable al país, pero si no 
existen los mecanismos redistributivos adecuados, los sectores ganadores no 
contribuyen en absoluto en los procesos de reconversión de los sectores 
perdedores y más bien los procesos se convierten en mecanismos de 
concentración del ingreso y exclusión10,. 
 
 

                                                             
 
9 Se requieren inversiones importantes en nivelación e infraestructura para que se pueda anegar 
(inundar) los cultivos o extraer el agua mediante bombeo. Asimismo, la maquinaria para alistar 
terrenos, sembrar y cosechar son muy específicas para la actividad arrocera. 
 
10 Es necesario el apoyo decidido a la reconversión de las explotaciones por el tiempo necesario, 
además de crédito y capital semilla a bajo costo, apoyo a la industrialización, ayudas para abrir 
canales de comercialización nuevos, entre otras acciones. 

Estrato

Número de 

productores
Área 

(Hectáreas)

Área 

Media

Subsidio Medio 

(Colones) 
Subsidio Total 
(Miles de Colones)

Pequeño 352 3.759 11 3.250.000 1.144.000

Mediano 122 7.728 63 10.650.000 1.299.300

Grande 59 23.724 402

Total 533 35.212 66 2.443.300

Medianos productores= menor o igual a 100 hectareas y mayor a 25 ha. 

Datos preeliminares, el periodo no ha finalizado

Arroz: Cálculo del Subsidio según Proyecto de  Ley 23238

PERIODO 2021/2022

Fuente: Elaboración propia con cifra de áreas, productores y estratificación suministradas por la Corporación Arrocera Nacional  
Nota: 

Pequeños productores= menor o igual a un área de 25 ha
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Una razón por la cual los procesos de apertura son adversados, es porque el 
sistema político no ha sido capaz de lograr que el crecimiento sea inclusivo, esto 
es que el Estado implemente políticas de compensación que suavicen las 
consecuencias negativas de la exposición plena a los mercados globales. 
 

VI. ANALISIS DEL ARTICULADO  

 
Como se señala líneas arriba, la Ley 9635, Ley de Fortalecimiento de las 
Finanzas Públicas, en su Artículo 13, inciso d) del Título IV, señala que:  
 

“d) El Poder Ejecutivo no podrá efectuar rescates financieros, otorgar 
subsidios de ningún tipo, así como realizar cualquier otro movimiento que 
implique una erogación de recursos públicos, a los sectores productivos, 

salvo en aquellos casos en que la Asamblea Legislativa, mediante ley, 
declare la procedencia del rescate financiero, ayuda o subsidio a favor de 
estos.”  

 
Dada esa legislación aprobada y en vigor desde el 2018, efectivamente, se hace 
necesario solicitar autorización a la Asamblea Legislativa para la implementación 
de este tipo de subsidios a los arroceros, como programa de apoyo económico 
asistencial, en un contexto, sin duda, de aplicación de la regla fiscal.  
 
Bajo este comentario general, procedemos a analizar el articulado propuesto. 
 
Artículo 1.  

 
El artículo 1 consiste en una autorización al Poder Ejecutivo para otorgar 
subsidios a sujetos privados, bajo tres condiciones: 
 

 Pago único directo a personas productoras de arroz. 

 Que hayan sembrado cien hectáreas o menos destinadas al cultivo del 
arroz.  

 Que cumplan requisitos y procedimientos establecidos en esta ley y su 
reglamento. 

 
Los artículos 2 y 3 siguientes complementan algunos detalles de estas 
condiciones.   No obstante, este artículo 1 es el marco general de la propuesta, 
por lo que hay que analizarlo jurídicamente en paralelo a la decisión del actual 
gobierno de la República de emisión del Decreto Ejecutivo N° 43643-MEIC, de 3 
de agosto de 2022 “Deroga Precio de referencia del arroz en granza; y el precio 
máximo y mínimo de todas las calidades de arroz pilado y Actualización de 
estructuras de modelos de costos de la producción agrícola de arroz en granza 
y de la industrialización de arroz pilado”, mediante el cual el Poder Ejecutivo 
derogó el Decreto Ejecutivo No. 38884-MEIC del 24 de febrero de 201511, y sus 

                                                             

11 Ciertamente este Decreto, trata básicamente de fórmulas para determinar los precios por 
kilogramo, según las diferentes calidades, así como, el precio mínimo, precio único y precio 
máximo según porcentaje de grano entero arroz pilado en empaques individuales por kilogramo; 
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reformas, y el Decreto Ejecutivo N° 39763-MEIC del 20 de mayo de 2016, y sus 
reformas. 
 
En el Decreto del presente año 2022 se argumenta la aplicación del el artículo 
512 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del 
Consumidor, Ley N° 7472 del 20 de diciembre de 1994; y el Reglamento a la Ley 
de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, Decreto 
Ejecutivo N° 37899-MEIC del 08 de julio de 2013, en sentido, que la regulación 
de precios es una excepción temporal fundada y motivada y mientras se 
mantengan las condiciones que aconsejen la medida.  Dicha regulación siempre 
debe revisarse, en este caso, aplicada al producto de consumo arroz. 
 
Al eliminar el gobierno los Decretos del 2015 y 2016, como efecto o reflejo es 
que se presenta esta iniciativa de ley.   

                                                             
lo cierto es que aparece en su artículo 9 el inicio de un proceso de desregulación, el cual 
sería gradual y que quedó sujeto al incumplimiento por parte del sector arrocero en cuanto 
al incremento de la productividad y a la reducción de la brecha entre los precios 
nacionales e internacionales.  Incluso este numeral 9 fue afectado mediante el artículo 1° del 
decreto ejecutivo N° 42324 del 23 de abril del 2020, en el que se acordó: "Debido al estado de 
emergencia nacional por la situación sanitaria por el COVID-19 declarado mediante el Decreto 
Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y para mitigar los efectos de dicha 
situación sanitaria, se suspende temporalmente la aplicación de este numeral, durante el estado 
de emergencia nacional y de acuerdo con los términos indicados en el artículo 2º de este Decreto 
Ejecutivo.”  Vale decir, el proceso de liberalización ya venía desde el año 2015, puesto que este 
Decreto No. 38884-MEIC, mencionaba sin ambages, en su artículo 10, la aplicación del artículo 
5 de la Ley N°7472, que trata sobre la autorización de regulación de precios únicamente de modo 
temporal.  

12 “Artículo 5°.- Casos en que procede la regulación de precios. 
La Administración Pública puede regular los precios de bienes y servicios sólo en situaciones de 
excepción, en forma temporal; en tal caso, debe fundar y motivar apropiadamente esa medida. 
Esta facultad no puede ejercerse cuando un producto o servicio es vendido o prestado por la 
Administración Pública, en concurrencia con particulares, en virtud de las funciones de 
estabilización de precios que expresamente se señalen en la ley. 
Para el caso específico de condiciones monopolísticas y oligopolísticas de bienes y servicios, la 
Administración Pública regulará la fijación de los precios mientras se mantengan esas 
condiciones. 
Los bienes y servicios sujetos a la regulación mencionada en el párrafo anterior, deben fijarse 
por decreto ejecutivo, previo parecer de la Comisión para promover la competencia acerca de la 
conveniencia de la medida. En ese decreto, se debe establecer el vencimiento de la medida 
cuando hayan desaparecido las causas que motivaron la respectiva regulación, según resolución 
fundada de esa Comisión, que debe comunicarse al Poder Ejecutivo para los fines 
correspondientes. En todo caso, esta regulación debe revisarse dentro de períodos no superiores 
a seis meses o en cualquier momento, a solicitud de los interesados. Para determinar los precios 
por regular, deben ponderarse los efectos que la medida pueda ocasionar en el abastecimiento. 
Asimismo, la Administración Pública podrá regular y fijar el precio mínimo de salida del banano 
para la exportación. 
La regulación referida en los párrafos anteriores de este artículo, puede realizarse mediante la 
fijación de precios, el establecimiento de márgenes de comercialización o cualquier otra forma 
de control. 
Los funcionarios del Ministerio de Economía, Industria y Comercio están facultados para verificar 
el cumplimiento correcto de la regulación de precios mencionada en este artículo.” 
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Considere el legislador que los decretos eliminados contienen aspectos 
sustantivos de cara al productor nacional, especialmente los modelos de costos 
para producir, como lo son, los costos de mano de obra y labores mecanizadas, 
costo de semilla certificada, insumos, alquileres, seguros, transporte –fletes-, 
combustible, gastos administrativos, pago por servicios públicos, en muchos 
casos gastos financieros13; es decir, costos fijos14 y variables15 de una unidad 
productiva.  Justamente, los modelos establecían la aplicación de un máximo de 
utilidad del 20%16.  Al eliminarse los decretos, el margen de utilidad quedó 
esencialmente por la libre.  
 
Los modelos eliminados definían los precios en uso de fórmulas matemáticas 
donde se relacionaba los costos colones/kilogramo, según las diferentes 
presentaciones y de acuerdo con porcentajes de grano entero versus porcentaje 
quebrado.  Evidentemente se calculaban precios ponderados según los costos 
de producción. 
 
La liberalización del precio del arroz supondría importaciones más baratas, al 
mismo tiempo una rebaja para el consumidor final, pero el mismo Banco Central 
de Costa Rica, su Junta Directiva, expresó en el artículo 8 del Acta de la Sesión 
N° 6074-2022, celebrada el 27 de julio del 2022, que fue la misma que aprobó el 
Informe de Política Monetaria a julio de 2022, lo siguiente:   
 

“Los incrementos de precios señalados reflejan en parte los precios altos de 
los granos básicos en el mercado internacional y el aumento en el tipo de 
cambio. Según el Índice de precios de materias primas importadas por Costa 
Rica, el precio de los granos (trigo, maíz, soya y arroz) aumentó en 20,9% 
en los 12 meses a junio del 2022, mientras que la variación interanual del 
tipo de cambio en ese periodo fue de 11,0%. En general, los precios 

                                                             
13 Costos de financiamiento. El costo total de materia prima, costo variable y de servicios, costos 
administrativos y mantenimiento. Para el cálculo se considerará la cantidad de meses de rotación 
de inventario del último periodo arrocero, así como la tasa de interés promedio para préstamos 
en moneda nacional para la industria de la banca estatal, publicado por el Banco Central de 
Costa Rica. 
 
14  Costos fijos. Los referentes a mantenimiento, depreciación, seguros, servicios y gastos 
administrativos, mano de obra e insumos, entre otros.  
 
15  Costos variables. Corresponden al costo de la mano de obra, materia prima y de materiales 
para los procesos de recibo de la materia prima, almacenamiento, secado, pilado y pulido, el 
empaque plástico, el enfarde, control de calidad, bodegaje control de plagas y distribución y 
ventas. 
 
16   El Decreto derogado N° 39763-MEIC del año 2016 establecía lo siguiente:  Artículo 7º. - El 
margen de utilidad (margen por compensación de riesgo e incertidumbre) corresponde al 7% 
sobre los costos variables de la industrialización del arroz pilado. Se definirá el precio del 
industrial al mayorista como la sumatoria del costo variable, el costo fijo y el margen de utilidad. 
Para el cálculo del precio del mayorista al detallista se le adicionará un 5% al precio del industrial 
y finalmente, para obtener el precio del detallista al consumidor final, se le adicionará un 7% al 
precio del mayorista. 
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mundiales de los alimentos se aceleraron a partir de la invasión de Rusia a 
Ucrania en febrero pasado.” 

 
Incluso, en el nivel doméstico se tiene el Informe N° DAEM-INF-001-22 del 4 de 
febrero de 2022, elaborado por la Departamento de Análisis Estratégico de 
Mercados de la Dirección de Investigaciones Económicas y de Mercados (DIEM), 
que hizo la valuación de costos de la producción industrial del arroz pilado, en el 
cual se concluye en lo que interesa lo siguiente: 
 

"1. La actualización del modelo de costos de industrialización muestra un 
aumento en el precio al consumidor en un 4,82%, por ejemplo, el precio para la 
presentación con 80% grano entero pasa de? 670,39 a? 702,68 por kilogramo 
(precios incluyen el IVA). 
2. El rubro con mayor incidencia en el incremento del precio del arroz pilado 
está relacionado con el costo de la materia prima (arroz en granza), debido 
a que aumentó el precio de referencia a nivel nacional, el costo de flete y los 
precios internacionales de este cereal. 
3. Además, se observan aumentos en otros rubros relacionados a los costos 
variables como el precio de insumos (por ejemplo, el empaque), y precios como 
el tipo de cambio. 
4. El comportamiento del "precio mix" de la materia prima industrial con respecto 
al precio internacional del arroz en granza procedente de los EE. UU., para un 
período de 12 meses (de mayo del 2020 al mes de abril del 2021), muestra que 
el "precio mix" ha estado por debajo del precio internacional, sin embargo, el 
aumento en la materia prima nacional e importada hará que el sector arrocero 
pierda competitividad, ceteris paribus. 
5. El área sembrada y la cantidad de productores viene reduciéndose a partir del 
2010/11. En contraposición, el rendimiento agrícola muestra una mejoría en 
términos relativos pues en los últimos dos períodos arroceros la productividad 
tiene un crecimiento del 5.09%, pasando de 4,32 en el período 2016/17, a 4,54 
TM/ha para el año 2020/21. No obstante, no se ha alcanzado la productividad 
nacional de 5 TM/ha indicada en el considerando V del Decreto 38884. 
6. La regulación de precios en la agrocadena del arroz ha ayudado a contener el 
aumento en el nivel de los precios nacionales de este producto, debido a las 
importaciones de la materia prima con tratos preferenciales a nivel arancelario 
(importaciones mediante contingentes arancelarios o por desabasto). Sin 
embargo, el aumento de la materia prima importada y el incremento en el precio 
de referencia del arroz en granza en el 2021 genera un deterioro en la posición 
competitiva del sector arrocero nacional, que se ve reflejada en el incremento del 
precio al consumidor." 

 
¿Por qué presentamos esta información en esta parte de análisis del articulado? 
Pues eso quiere decir, que el Decreto Ejecutivo N° 43643-MEIC, de 3 de agosto 
de 2022, fue neutralizado por las condiciones internacionales de precios de los 
granos, especialmente para el productor nacional en cuanto a los precios de 
importación de insumos, de combustibles, y, sobre todo, el precio internacional 
del arroz en granza.  En consecuencia, no obvia esta Asesoría esa serie de 
elementos cuya incerteza podría ser coyuntural.  El hecho es que el gobierno 
apostó en dicho contexto en baja de aranceles para contingentes de importación, 
y la consecuente eliminación de los decretos del Poder Ejecutivo de la 
administración anterior.    
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Entonces, la presente propuesta de ley, cuyo alcance veremos, es sumamente 
modesta (subsidio por una vez) en relación con los costos que representa para 
el productor nacional, la producción por tonelada métrica, y frente a lo que se 
indicó líneas arriba. Todo enmarcado dentro de la “Ruta del Arroz” de eliminación 
del esquema de fijación de precios en todas sus etapas: productor, industrial y 
consumidor, y la reducción del arancel que pagan los importadores, el cual bajará 
de un 35% a 4.5% en granza y 5% en pilado. 
 
No se debe desconocer que este país subsidia como parte del instrumental del 
Estado Social y Democrático de Derecho. Según el Banco Mundial17, tomado del 
FMI, los subsidios, tema de que trata este artículo 1 del Proyecto de Ley que 
analizamos, representa en Costa Rica, al año 2020 un aproximado del 25% de 
las finanzas públicas. 
 

 
 
El subsidio que relaciona este expediente legislativo sería un subsidio directo 
como lo es, por ejemplo, el Bono familiar para la Vivienda, otros que se brindan 
a la población con discapacidad, a los servicios forestales, en las situaciones de 
emergencia, también en el transporte, entre otros, a veces parciales o en forma 
gratuita, costeada por el Estado, a través de presupuestos públicos.   
 
De suyo, en el nivel OCDE, el arroz es el producto más subsidiado entre el grupo 
de naciones afiliadas. Aun cuando la gráfica tenga algo de antigüedad18 la 
traemos a colación: 

                                                             
17 https://datos.bancomundial.org/indicator/GC.XPN.TRFT.ZS?locations=CR 
 
18  Gráfica tomada de:  
https://www.cepal.org/sites/default/files/events/files/presentacion_alberto_trejos.pdf 

https://www.cepal.org/sites/default/files/events/files/presentacion_alberto_trejos.pdf
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En efecto, en el conjunto de la zona de la OCDE, las ayudas a los agricultores 
durante el período 2016-2018 representaron una media del 18,5% de sus 
ingresos brutos19.   Ello tiene sus bemoles pues en términos económicos podría 
restar competitividad al sector.  Evidentemente en el pasado, en Costa Rica, se 
han otorgado subsidios para el sector agropecuario, como el subsidio, que lo 
hubo, en fertilizantes para pequeños y medianos agricultores, o en otras ramas 
de actividad, como la pesca artesanal.   
 
A la sazón, los subsidios están ligados a las políticas proteccionistas a la 
agricultura aplicadas, no solo por nuestro país, aunque lo hace en poca 
dimensión, sino por una gran mayoría de los países desarrollados, aun cuando 
estén reñidas con las normas, disciplinas y espíritu del GATT y de los TLC´s.  De 
hecho, los subsidios son aplicados por los países en mayor o menor medidas, 
los hay de diferentes formas, sea indirectamente, empleando barreras como 
altos aranceles aduaneros (fijos o móviles), cuotas y o licencias de importación, 
declaratoria de desabasto, como otras medidas de carácter no arancelario que 
restringen el acceso y el incremento del volumen.   
 
Este proyecto de ley, en virtud de la baja arancelaria y derogatoria de decretos 
que contenían los modelos de regularización de precios, se concentra en un 
subsidio interno directo en apoyo al productor nacional (un solo pago), en rango 
por hectárea sembrada, pero se desentiende, por ejemplo, de exenciones 
tributarias, créditos preferenciales, subsidio al transporte, pagos compensatorios 
y otros, ello en aras de la disminución de los costos.  En otras palabras, un pago 
por una vez, no compensaría la desarticulación o el desmonte de los 
instrumentos de protección que tenía temporalmente el productor nacional y que 
era revisable en el tiempo. 

                                                             
 
19  https://www.elblogsalmon.com/sectores/gobiernos-todo-mundo-distorsionan-agricultura-sus-
ayudas 
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Lo que queremos decir es, que el artículo 1 y los demás artículos de la propuesta 
de ley, iniciativa del Poder Ejecutivo, riñen con los postulados técnicos e 
ideológicos del Libre Comercio, pero de todos es conocido que hasta las 
potencias agrícolas subsidian a sus nacionales, como es el caso de los Estados 
Unidos, China, o Francia, por citar unos pocos.  Otros no lo hacen en esas 
grandes proporciones:  Australia, Brasil, Chile, Nueva Zelanda y Sudáfrica 
proporcionan actualmente bajos niveles de apoyo a sus sectores agrícolas, un 
5% de los ingresos agrícolas o menos, y se centra en inversiones que promueven 
el funcionamiento del mercado, la productividad, la sostenibilidad y la capacidad 
de recuperación. 
 
Dicho todo eso, indicar que las subvenciones casi siempre van a manos de los 
productores menos competitivos, los que requieren una ayuda del Estado para 
continuar con la actividad que genera empleo, cuestión relevante.  Y en los 
entornos mundiales, son instrumentos de estabilidad, puesto que un Estado no 
tendría dependencias parciales o totales de un producto de consumo masivo, 
fundamental en la dieta de país, de una sociedad, y ese es justamente el caso 
del arroz en nuestro país que debería seguir la ruta de la seguridad alimentaria. 
Desde otra perspectiva, el peor escenario para el productor sería la no 
autorización para otorgar los subsidios (de único pago) y mantener la baja de los 
aranceles y la derogatoria, como ya se hizo, de los Decretos No. 38884-MEIC y 
N° 39763-MEIC.  Aunque llamamos la atención que el subsidio de un único pago 
no resolvería las condiciones adversas de naturaleza estructural que se pudieran 
presentar en el mediano y largo plazo, en amenaza de la desaparición del cultivo 
en el territorio nacional. 
 
Como punto u observación final de índole jurídico, ni este proyecto de ley, ni las 
derogatorias de los decretos de 2015 y 2016 está tocando el artículo 37 de la 
Ley de Creación de la Corporación Arrocera Nacional, que es el que protege en 
virtud que establece por ley la declaratoria de desabastecimiento, en que el 
Estado, por medio del Consejo Nacional de Producción (CNP), o en su defecto, 
la CONARROZ, realiza la importación de arroz, con una tarifa arancelaria 
reducida. Siendo que el MAG determina la cantidad y los períodos de importación 
de arroz en granza al menos con tres meses de anticipación, tomando en cuenta 
la recomendación de la Corporación. Y añade que las importaciones de arroz en 
granza realizadas por el Estado, serán distribuidas por el CNP o, en su defecto, 
por la Corporación Arrocera, mediante la negociación correspondiente con los 
agroindustriales, la cual establecerá y definirá en proporción a las compras de 
arroz que estos hayan realizado a los productores nacionales de arroz en el año 
arrocero inmediato anterior, y en función de ellas.  Esto es fundamental pues el 
decreto de desabastecimiento de arroz que se promulgue, como lo indica dicho 
artículo 37, deberá especificar la partida y la sub partida, así como el inciso 
arancelario, la tarifa arancelaria reducida y el plazo dentro del cual deberán 
realizarse las importaciones. 
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Aunado a lo anterior, se estableció en el Convenio sobre el Régimen Arancelario 
y Aduanero Centroamericano, Ley N° 6986, de fecha 03 de mayo de 1985, la 
cláusula de salvaguardia en el artículo 2620, mismas cláusulas que aparecen en 
los Tratados de Libre Comercio, y que por su cantidad no vamos abordar aquí. 
 
Artículo 2.  

 
Este numeral se refiere a la persona productora de arroz que se beneficiaría con 
el programa de subsidio, y lo que señala son requisitos adicionales que los divide 
en tres incisos.  Los tres requisitos son razonables, aunque sobre el inciso a) es 

válida la observación realizada por el asesor económico en sentido que se sitúa 
un área de explotación menor a las 100 hectáreas, aunque se llama la atención 
que ese productor puede realizar dos cosechas al año, y entonces, queda la 
interrogante de si éste clasifica o no dentro de la definición de este inciso.  La 
idea es que sea sujeto de subsidio pues el requisito no es la cantidad de 
cosechas sino el área de que dispone que sea inferior a las 100 hectáreas.  
 
Sobre el inciso b) este indica que el beneficiario debe estar al día con sus 

obligaciones tributarias, sin decir claramente que son las obligaciones nacionales 
y municipales.  Precisamente este tipo de obligaciones, en algunos casos, son 
las que tienen sumidas a algunas personas productoras en situación compleja 
de pagos.  Bien, es un asunto de libre configuración del legislador que ello quede 
de esa forma plasmado, aunque aclarándose que son ambas administraciones 
tributarias.   
 
En lo que se refiere los registros de la Corporación Arrocera Nacional 
(CONARROZ) (inciso c)) no hay comentario alguno, pues ya aplica esa 
responsabilidad, en sentido que la Corporación maneja esos datos. Esos 
registros están atribuidos básicamente en el artículo 6 de la Ley de Creación de 
la Corporación Arrocera Nacional, Ley N° 8285 de fecha 30 de mayo de 2002 y 
sus reformas. 
 
 

                                                             
20 ARTICULO 26 Disposición única 

Cuando alguno de los Estados Contratantes se viere enfrentado a graves problemas de 
desequilibrio de la balanza de pagos; o a deficiencias repentinas y generalizadas en el 
abastecimiento de materias primas y bienes finales básicos; o a desorganización de mercado; o 
a prácticas de comercio desleal; o a cualquier otra circunstancia que amenace derivar en 
situaciones de emergencia nacional, dicho Estado queda facultado para aplicar unilateralmente 
las disposiciones previstas en el Capítulo VI de este Convenio, relacionadas con la modificación 
de los derechos arancelarios a la importación, durante un plazo máximo de 30 días. Lo anterior, 
sin perjuicio de otras medidas no arancelarias que adopten los Estados con base en su 
legislación nacional. 
Dentro de dicho plazo el Consejo deberá reunirse para considerar la situación, calificar su 
gravedad y disponer las medidas que conjuntamente deban tomarse, incluyendo la posibilidad 
de resolver sobre la suspensión o modificación de las disposiciones adoptadas unilateralmente 
o, según el caso, autorizar la prórroga de las mismas. El plazo del párrafo anterior, se tendrá por 
prorrogado hasta la fecha en que el Consejo adopte las medidas que correspondan. 
El Consejo reglamentará la presente disposición. 
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Artículo 3.  

 
El artículo 3 mantiene un esquema de pago directo a la persona productora, no 
indica qué administración lo haría (MAG, CNP, CONARROZ, etc.).  Obsérvese 
que el artículo 4 siguiente dice que el MAG es responsable fiscalizador de los 
pagos.  Tampoco se deja entrever claramente que es el Ministerio de Hacienda 
quien deberá pagar a los beneficiarios los subsidios.  Se menciona 
“transferencia” por concepto de pago directo a la persona productora, insistimos, 
¿quién queda autorizado para transferir?    
 
Esta Asesoría en el aparte 5.2 de este Informe indica que la cosecha del periodo 
2021/2022, según cifras de CONARROZ, alcanza una siembra de 35.212 
hectáreas, de las cuales 11.487 hectáreas son las que podrían calificar para ser 
objeto del subsidio, esto es un 32,6% del total sembrado, que se distribuiría en 
474 productores con plantaciones menores a 100 hectáreas, llamada PYMPAS.  
También en la tabla 3 el Área Económica de este Departamento hace una 
estimación del monto global a erogar.   
 
No queda claro el estudio agro-económico utilizado por el Poder Ejecutivo en 
cuanto a estimar datos objetivos para establecer los montos en colones por 
hectárea.   El cuadro que sigue no encuentra sustento, a menos que sea 
explicado en una audiencia ante la Comisión tramitadora del Expediente.  De 
momento indicar que es una propuesta no respaldada en parámetros que vengan 
de ese otro poder de la República.  Lo que si podemos afirmar es que los 
beneficiarios serian pequeños y medianos agricultores, por la dimensión o 
tamaño de las áreas de cultivo. 
 

Cantidad de hectáreas (Ha) Monto por Ha 

Hasta 10 Ha ₡300 000,00 

Más de 10 y hasta 20 Ha ₡250 000,00 

Más de 20 y hasta 30 Ha ₡200 000,00 

Más de 30 y hasta 40 Ha ₡150 000,00 

Más de 40 y hasta 50 Ha ₡100 000,00 

Más de 50 y hasta 100 Ha ₡50.000,00 

 
Artículo 4.  
 
Como cuestión de orden de las ideas y de forma, el párrafo segundo debería ser 
el primero.   
 
Se indica que el Ministerio de Hacienda asignará por medio de presupuesto de 
la República al MAG el monto de los recursos requeridos para la transferencia 
de los subsidios, es decir, la ejecución.  El párrafo desconoce el proceso para la 
elaboración presupuestaria, es decir, es al revés, es el MAG quien debe 
presupuestar para el próximo ejercicio económico o bien en un presupuesto 
extraordinario la partida respectiva, elevar el asunto a la Autoridad 
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Presupuestaria del Ministerio de Hacienda y seguir todo el proceso, no es que al 
Ministerio de Hacienda se le ocurre en cualquier momento asignar presupuestos 
sin estar en las líneas presupuestarias respectivas y además autorizadas por la 
Asamblea Legislativa.  
 
El primer párrafo que debería ser el segundo, indica que el MAG es responsable 
de la fiscalización del pago directo a los beneficiarios, no indica que es el 
pagador, quién es el pagador, ya lo señalamos anteriormente, cuál 
administración es la responsable de depositar los montos en las cuentas de los 
subsidiados.  En pandemia, por ejemplo, cuando se otorgaron subsidios fue el 
Ministerio de Trabajo quien transfirió, por cierto, con problemas de transparencia 
y control.  Cómo va a fiscalizar el MAG, cuando no hay un responsable del 
programa “ruta del arroz”. 
 
Todo el artículo debería ser reformulado, no es viable técnicamente.  Carece de 
elementos básicos de carácter presupuestario. 
 
Artículo 5.  

 
Este artículo tiene problemas de redacción, concatena ideas de forma poco clara.  
No solo en el artículo anterior, sino en este también, menciona “presupuesto 
necesario”, es decir, no se tiene una estimación cierta, a como pueden ser 2 mil 
millones de colones pueden ser 20 mil millones de colones, es una mención 
apertus, tipo “cheque en blanco”, todo dentro del marco de una “autorización de 
gasto”.   Esto no es admisible en el trámite de un proyecto de ley, hay que señalar 
un quantum, para que el monto sea introducido luego en el Título presupuestario 
del MAG o en la parte de transferencias del Presupuesto.   
 
Queda claro que los efectos de este proyecto de ley salvo que se utilice el 
vehículo de un presupuesto extraordinario de la República lleva su trámite, y su 
tiempo.   La agroecología, el tiempo para cosechas no necesariamente coincide 
con los tiempos de los ejercicios económico-presupuestarios, esto para que el 
gobierno, Conarroz y los agricultores tomen las previsiones del caso. 
 
Sería positivo que no afecte al MAG en lo que atañe al Título IV de la Ley 9635 
(Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas), sobre este aspecto esta 
Asesoría lo observa en relación con el objetivo o meta dispuesta en el proyecto, 
es decir, como una especie de gasto estatal extraordinario por una vez en 
subsidios al sector de pequeños y medianos productores de arroz.   
 
En resumen, este proyecto de ley, dependerá de otro proyecto de ley de 
naturaleza presupuestaria.  La asignación de los subsidios deberá pasar por otro 
“aro”, de otra iniciativa igualmente del Poder Ejecutivo ( Presupuesto Ordinario o 
bien un Presupuesto Extraordinario).  
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Artículo 6.  
 

Como cuestión de forma y técnica legislativa, la reglamentación no debería 
encerrarse en un artículo.  El plazo que se auto otorga al Poder Ejecutivo 
(iniciativa del PE) de treinta días naturales es, a nuestro juicio, excesivamente 
corto, supondría que ya tienen los estudios, los registros, las listas de 
beneficiarios, las visitas a finca, entre otros.   Se sugiere que el plazo se aproxime 
a lo real. 

RIGE 
 
Establece el rige que la ley entraría en vigor a partir de un mes posterior a su 
publicación en el diario oficial La Gaceta.  No hay comentario al respecto, es 
conteste con el artículo 129 de la Constitución Política.   
 
 

VII. CONSIDERACIONES FINALES  

 
 
Perspectiva Económica: 
 
El Proyecto de Ley Nº 23.238, plantea otorgar un subsidio, por una única vez, a 
los productores de arroz, con el fin de compensarlos de los efectos de la rebaja 
de los aranceles a la importación y de la desregulación interna del mercado que 
planteada el plan Ruta del Arroz21.  
 
Entre los componentes del programa Ruta del Arroz, se deben mencionar los 
siguientes: a)  eliminación del esquema de fijación de precios de arroz, en todas 
sus etapas: productor, industrial y consumidor; b) la reducción del arancel que 
pagan los importadores de arroz, el cual bajará de un 35% general a 4.5% en 
Granza y 5% en Pilado; c) abre la posibilidad de fortificar el arroz importado en 
el país, d) propone un Proyecto de Ley para otorgar un subsidio a personas 
productoras que clasifiquen como PYMPAS, esto es, que siembren menos de 
100 hectáreas al año, y que hayan realizado siembras en los últimos 3 periodos, 
e) un plan de acompañamiento para reconvertir a los productores afectados. 
 
Costa Rica cultiva aproximadamente el 40% del arroz que consume; las 
actividades relacionadas con la producción y la industrialización se estiman que 
generan unos 33.222 empleos directos e indirectos. El total de productores 
nacionales en el periodo 2021/2022 es de 533 y 11 industrias realizan el 
descascarado y pulido.  
 
Los empleos se generan en zonas de menor desarrollo relativo y son personas, 
primordialmente, con baja escolaridad. Además, las tierras y la maquinaria para 
realizar las labores de producción e industrialización son muy específicas que 

                                                             
21 Que es un programa que la Administración Chaves Robles ha lanzado con objetivo disminuir 
el precio del arroz para los consumidores finales. 
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difícilmente pueden destinarse a otras actividades, sin realizar fuertes 
inversiones de readaptación.  
 
Se estima que el subsidio que se otorgará a unos 352 productores significará 
una erogación total para el Gobierno Central de aproximadamente ¢2.443 
millones, por una única vez. El monto medio del subsidio para los pequeños 
productores es de ¢3.250,000 y corresponde a un área media de 11 hectáreas, 
mientras que para medianos productores el subsidio promedio sería de 
¢10.650.000, y el área media sembrada de estos es de 63 hectáreas. 
 
El mercado del arroz en Costa Rica tiene agentes grandes, en las fases de 
industrialización y comercialización, que podrían imponer su poder de mercado 
sobre los demás participantes, lo que es necesario estudiar y vigilar para evitar 
que se extraigan rentas oligopólicas en contra de los demás participantes.  
 
Costa Rica, en el pasado, vio la necesidad regular el mercado con el fin de 
establecer relaciones equilibradas entre las partes, por esa razón se emitió la 
Ley 8285, que creó la Corporación Arrocera Nacional, cuyo objetivo principal es 
establecer un régimen de relaciones entre productores y agroindustriales de 
arroz, que garantice la participación racional y equitativa de ambos sectores en 
esta actividad económica y, además, fomente los niveles de competitividad y el 
desarrollo de la actividad arrocera. Además, de varios decretos del Poder 
Ejecutivo con tales fines.  
 
El análisis de los aranceles revela que todos los países de América Latina 
cuentan con niveles superiores al 35%22, para defender la producción interna de 
las distorsiones imperantes en los distintos países. Es más, varios países tienen 
aranceles que sobrepasan el 100% de valor de mercado.  
 
Perspectiva jurídica: 

 
El Expediente riñe con los postulados de la OMC y los TLC´s, pero es de admitir 
que tanto las potencias agrícolas, como los miembros de la OCDE subsidian a 
sus agricultores.  No es la primera vez que el país subsidia a personas en 
diversos sectores económicos y sociales. 
 
Aunque se establece una tabla con hectárea y montos a subsidiar no hay una 
estimación de monto global a introducir en el presupuesto que estaría siendo 
autorizado.  
 
El proyecto es temporal y de pequeña escala en relación con los problemas 
estructurales del sector, especialmente por las acciones del Poder Ejecutivo en 
la baja de aranceles y derogatoria de los decretos ejecutivos que planteaban 
modelos de reconocimiento de costos.     
 

                                                             
22 Exceptuando a México, pero únicamente para el arroz en granza ya que para el pilado el 
arancel es del 40%. 



 

31 
 

No se tiene una idea de por qué el Poder Ejecutivo determinó los montos a 
indemnizar por rango de hectáreas, ergo, no se tienen los datos objetivos.  
 
Las fases presupuestarias o la forma de elaborarlas son deficientes en el 
proyecto, solo se indica que el Ministerio de Hacienda asignará cuando eso 
depende de una autorización previa de gasto de la Asamblea Legislativa.  
 
No se señala con claridad cuál es la administración que paga –transfiere- solo 
señala al MAG como fiscalizador.   Asimismo, la CONARROZ en el expediente 
tiene una participación casi nula, de hecho, pasiva en un solo punto, facilitar 
registros. 

 
VIII. ASPECTOS DE TÉCNICA LEGISLATIVA 

 
Mejorar redacción donde se hicieron observaciones puntuales en el análisis del 
articulado. 

 
 

IX. ASPECTOS DE PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 

 
Votación 

 
El proyecto requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de votos 
presentes, conforme con el artículo 119 de la Constitución Política. 
 
Delegación 

 
La iniciativa es delegable en una Comisión con Potestad Legislativa Plena, por 
no encontrarse en ninguna de las excepciones señaladas en el artículo 124 
constitucional. 
 
Consultas 

 
Obligatorias:  

 

      Consejo Nacional de Producción 
 

Facultativas: 
 

 Corporación Arrocera Nacional 
 Ministerio de Hacienda 
 Ministerio de Economía, Industria y Comercio 
 Ministerio de Agricultura y Ganadería   
 Asociación de Consumidores Libres 
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X. FUENTES 
 
Poder Legislativo 
 

Constitución y leyes: 
 

 Constitución Política de la República de Costa Rica, del 7 de noviembre 
de 1949 y sus reformas. 

 Ley N° 6986, Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero 
Centroamericano, de fecha 03 de mayo de 1985 

 Ley N° 2035. Ley Orgánica el Consejo Nacional de Producción. 

 Ley N° 8285. Ley Creación de la Corporación Arrocera Nacional, del 30 
de mayo del 2002 y sus reformas. 

 Ley 9635, Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, de 03 
diciembre de 2018 y sus reformas. 

 Ley N° 7472, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva 
del Consumidor, del 20 de diciembre de 1994 y sus reformas.  

 
Expedientes Legislativos: 
 

 Expediente N° 23238 

 Antecedentes, los expedientes 15.213, 15.696, 16.248 y 21.965, 20.646 y 
22.998. 

 
Poder Ejecutivo: 
 

Decretos: 
  

 Decreto Ejecutivo N° 43643-MEIC, de 3 de agosto de 2022. 

 Decreto Ejecutivo N° 42324 del 23 de abril del 2020. 

 Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020. 

 Decreto Ejecutivo N° 39763-MEIC del 20 de mayo de 2016. 

 Decreto Ejecutivo No. 38884-MEIC del 24 de febrero de 2015. 

 Decreto Ejecutivo N° 37899-MEIC del 08 de julio de 2013. 
 
Banco Central de Costa Rica 

 

 Junta Directiva, artículo 8 del Acta de la Sesión N° 6074-2022, celebrada 
el 27 de julio del 2022, aprobó el Informe de Política Monetaria a julio de 
2022. 

 
Portales Internet: 
 

 https://www.fao.org/publications/card/es/c/CB5568ES/ 

 https://www.oecd.org/daf/competition/98765432.pdf 

https://www.fao.org/publications/card/es/c/CB5568ES/
https://www.oecd.org/daf/competition/98765432.pdf
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 https://datos.bancomundial.org/indicator/GC.XPN.TRFT.ZS?locations=CR 

 https://www.cepal.org/sites/default/files/events/files/presentacion_alberto
_trejos.pdf 

 https://www.elblogsalmon.com/sectores/gobiernos-todo-mundo-
distorsionan-agricultura-sus-ayudas 

 
 
 
 
 

ANEXO N° 1  Caracterización del Mercado del Arroz 

 
Consumo nacional de arroz pilado periodo 2020/2021: 234.256 TM  

Producción nacional: 43% 
Importaciones: 57% 
 

Consumo per cápita de arroz: 46.83 Kgs. 
 
Productores periodo 2021/2022:  533  

 
Área sembrada hectáreas periodo 2021/2022: 35.312  

 
Empleos actividad (directa e indirecta)23: 33.222 

 
Empresas industriales (desgranzan): 11 

  
Valor total de la producción: ₡107,757 millones 

 

Fuente: CONARROZ 

 
 
 
 
 
Elaborado por: BAR / WRG 
/*lsch//17-10-2022 
c. arch***23238IIN** d/s/sil 

                                                             
23 Actividad agrícola e industrial. 
 

https://www.cepal.org/sites/default/files/events/files/presentacion_alberto_trejos.pdf
https://www.cepal.org/sites/default/files/events/files/presentacion_alberto_trejos.pdf
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